En sesión celebrada el día 31 de mayo de 2010, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua ha presentado la proposición de Ley Foral sobre medidas tributarias urgentes para la reducción del déficit público. 

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 147 del Reglamento de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces, SE ACUERDA:

1.º Ordenar la publicación de la proposición de Ley Foral sobre medidas tributarias urgentes para la reducción del déficit público en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 147 del Reglamento.

Pamplona, 31 de mayo de 2010.

La Presidenta: Elena Torres Miranda

Proposición de Ley Foral sobre 
medidas tributarias urgentes para la reducción del déficit público

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Mediante Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, el Gobierno de España ha aprobado un nuevo y duro ajuste económico con la intención de acelerar la reducción programada del déficit público, que ya había sido objeto a principios del presente año de un programa de consolidación fiscal para reducir el déficit público al 3% del PIB en 2013, planteando una reducción gradual del déficit en cuatro ejercicios desde un déficit previsto para 2010 del 9,8% del PIB y que significó el 11,2% del PIB en 2009.

El Gobierno de España se ha comprometido a anticipar la reducción programada del déficit asumiendo nuevos recortes por valor equivalente a medio punto del PIB en 2010 (más de 5.000 millones de euros) y otro punto más en 2011 (10.000 millones de euros). Esto supone reducir en dos años 5,2 puntos porcentuales de déficit público con relación al PIB, desde el mencionado déficit del 11,2% del PIB en 2009 hasta el 6% del PIB en 2011. Tal y como expresó el presidente del Gobierno en el Congreso, significa cumplir en tan solo dos años dos terceras partes del ajuste programado para cuatro años.

Se ha decidido recortar las retribuciones del personal del sector público en un 5% de media a partir de junio de 2010 y congelarlas en 2011; suspender para 2011 la revalorización de las pensiones, excluyendo las no contributivas y las pensiones mínimas: eliminar el régimen transitorio para la jubilación parcial previsto en la Ley 40/2007; eliminar la prestación por nacimiento de 2.500 euros a partir del 1 de enero de 2011; reducir los gastos en farmacia; suprimir para los nuevos solicitantes la retroactividad del pago de prestaciones por dependencia el día de presentación de la solicitud, estableciéndose paralelamente un plazo máximo de resolución de seis meses cuyo incumplimiento llevará aparejada retroactividad desde esa fecha; reducir entre 2010 y 2011 la ayuda oficial al desarrollo en 600 millones de euros; reducir en 6.045 millones de euros la inversión pública estatal; y procurar un ahorro adicional de 1.200 millones de euros por parte de las comunidades autónomas y las entidades locales.

Algunas de estas medidas conforman un ajuste social sin precedentes y el grueso de ellas añade más incertidumbre a la esperada recuperación de la economía. La acelerada reducción del déficit público afectará negativamente a la demanda agregada y, por tanto, al crecimiento económico y al empleo.

En ese sentido, las medidas del Gobierno de España pueden acabar por ser contraproducentes para mejorar el desequilibrio de las cuentas públicas, además de ser injustas e innecesarias. Si se entorpece la recuperación económica será mucho más difícil corregir los desequilibrios fiscales y el empleo será la variable más perjudicada, siendo muy probable que la tasa de desempleo se sitúe a corto plazo por encima del 21% de la población activa.

Asimismo, en Navarra la caída de la recaudación fiscal en los dos últimos años ha sido muy acusada, y para 2010 el Gobierno de Navarra ha anunciado una retención del gasto por un importe de 100 millones de euros.

Evitar esta situación exige medidas que impulsen la actividad económica, pero también actuar por el lado de los ingresos públicos para evitar que el déficit público plantee serios problemas a la hora de su financiación.

II

Dado que las medidas contenidas en el citado Real Decreto-Ley afectarán directamente a la Comunidad Foral de Navarra, en su caso, mediante la correspondiente adaptación normativa, esta Ley Foral recoge un conjunto de medidas tributarias orientadas a conseguir recursos a corto plazo para reducir nuestro déficit público, buscando, además, efectos redistributivos positivos al afectar con carácter general a los contribuyentes de mayor capacidad económica y con una menor propensión relativa al consumo. Así, en comparación con el ajuste programado por parte del Gobierno de España, se trata de medidas socialmente más justas y con un impacto potencial menos negativo sobre la demanda agregada.

En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se modifica la escala y se introduce un nuevo tramo en la tarifa general para bases liquidables superiores a 100.000 euros anuales, entendiendo que los contribuyentes que perciben retribuciones de elevada cuantía pueden realizar un esfuerzo suplementario para financiar el gasto público. En segundo lugar, se mejora la progresividad en la tributación del ahorro con un tramo más en su tarifa para bases liquidables superiores a los 12.000 euros anuales. Además, se recupera el requisito del plazo de permanencia para calcular la tributación de las plusvalías.

No parece justo ni equitativo que las ingentes plusvalías generadas por operaciones especulativas deban considerarse renta del ahorro y beneficiarse de un tipo impositivo más favorable que el que grava la renta general. En todo caso, no lo parece para los rendimientos de operaciones realizadas en el muy corto plazo. Estas plusvalías no aportan valor añadido a la economía, no benefician a la economía productiva y perjudican al adquiriente que sufrirá el aumento del precio, especialmente en el caso de operaciones especulativas sobre in muebles.

Por estos motivos se califica como renta del ahorro las transmisiones de bienes o derechos que tengan una antigüedad mínima de dos años, que se amplia a seis en el caso de transmisiones de inmuebles. Igualmente, se prevé una excepción en el caso de la transmisión de la vivienda habitual del contribuyente si existe una causa objetiva que obligue al cambio de domicilio.

Esta Ley Foral recupera el Impuesto de Patrimonio para aquellos contribuyentes que declaran un patrimonio individual neto superior a un millón de euros, manteniendo la normativa, exenciones y tarifa anteriores a la supresión de hecho operada en 2008.

Respecto al Impuesto de Sociedades, se establece un tipo del 35% para las bases imponibles que superen los 100 millones de euros. Las grandes empresas que obtienen beneficios por encima de esa cantidad pueden realizar un esfuerzo suplementario para financiar el gasto público. Especialmente si dichas grandes empresas pueden disfrutar de un tipo medio efectivo inferior al 20% calculado no sobre los beneficios contables, sino sobre la base imponible declarada, y que es inferior al tipo medio efectivo de empresas de menor dimensión.

En la disposición adicional se establecen medidas para intensificar la lucha contra el fraude fiscal. El desplome de los ingresos tributarios por la crisis económica y por el notorio aumento de la economía sumergida, hacen de estas medidas una cuestión fundamental.

Artículo 1. Modificación del Decreto Foral Legislativo 4/2008, de 2 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Se modifica el Decreto Foral Legislativo 4/2008, de 2 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en los términos que se contienen en los apartados siguientes.

1. La letra b del artículo 54.1 queda redactada de la siguiente forma:

“b) Las ganancias y pérdidas patrimoniales que se pongan de manifiesto con ocasión de transmisiones de elementos patrimoniales que hayan permanecido en el patrimonio del transmitente durante los dos años anteriores a la fecha de la transmisión, contados de fecha a fecha.

En el caso de transmisiones de inmuebles o de derechos constituidos sobre los mismos, se considerará renta del ahorro las ganancias y pérdidas patrimoniales producidas siempre que dichos inmuebles o de derechos hayan permanecido en el patrimonio del transmitente durante los seis años anteriores a la fecha de la transmisión.

El requisito de permanencia del párrafo anterior no se exigirá en las transmisiones de viviendas que constituyan el domicilio habitual del transmitente, así como sus anexos y plazas de garaje hasta un máximo de dos que se trasmitan conjuntamente con aquella, si existe una circunstancia objetiva que necesariamente exija el cambio de domicilio, tales como celebración de matrimonio, separación matrimonial, traslado laboral, obtención del primer empleo, o cambio de empleo, u otras análogas que justifiquen el cambio de domicilio. Reglamentariamente se determinarán esas circunstancias y la forma de su acreditación”.

2. El apartado 1 del artículo 59 queda redactado como sigue:

“1. La base liquidable general será gravada a los tipos que se indican en la siguiente escala:

	Base liquidable 
(hasta)
	Cuota íntegra
	Resto de base 
(hasta)
	Tipo aplicable

	
	
	3.400 €
	14%

	3.400 €
	476 €
	4.000 €
	22,5 %

	7.400 €
	1.376 €
	8.000 €
	25,5%

	15.400 €
	3.416 €
	12.500 €
	28 %

	27.900 €
	6.916 €
	13.000 €
	36,5 %

	40.900 €
	11.661 €
	13.000 €
	42%

	53.900 €
	17.121 €
	46.100 €
	44%

	100.000 €
	34.925 €
	resto
	50%


3. El artículo 60 queda redactado como sigue:

“La base liquidable especial del ahorro se gravará a los tipos que se indican en la siguiente escala:

	BASE LIQUIDABLE
	TIPO APLICABLE

	Hasta 6.000 €
	18%

	Desde 6.000 01 € hasta 12.000 €
	21%

	Resto de base Iiquidable desde 12.000 01 €
	24%


Artículo 2. Modificación de la Ley ForaI 13/1992, de 19 de noviembre, del Impuesto sobre el Patrimonio.

Se modifica la Ley Foral 13/1992, de 19 de noviembre, del Impuesto sobre el Patrimonio en los términos que se contienen en los apartados siguientes.

1. El artículo 33. bis queda redactado como sigue:

“Artículo 33. bis. Bonificación general de la cuota íntegra.

Sobre la cuota íntegra del impuesto se aplicará una bonificación del 100 por 100 a los sujetos pasivos por obligación personal o real de contribuir cuyas bases imponibles no superen 1.000.000 de euros”.

2. El artículo 35 queda redactado como sigue:

“Artículo 35. Competencia.

La competencia para la gestión, inspección, liquidación y recaudación del Impuesto corresponderá al Departamento de Economía y Hacienda. Contra los actos dictados por dicho Departamento en ejercicio de la referida competencia podrá interponerse recurso de alzada ante el Gobierno de Navarra en el plazo de un mes, a partir de su notificación formal”.

3. El artículo 36 queda redactado como sigue:

“Artículo 36. Personas obligadas a presentar declaración.

1. Están obligados a presentar declaración lo sujetos pasivos a los que no sea de aplicación la bonificación general prevista en el artículo 33. bis. 

2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, el Departamento de Economía y Hacienda podrá requerir a cualquier sujeto pasivo la presentación de la correspondiente declaración”.

4. El artículo 37 queda redactado como sigue:

“Artículo 37. Autoliquidación.

1. Los sujetos pasivos obligados a presentar declaración deberán practicar la correspondiente autoliquidación y, en su caso, ingresar la deuda tributaria en el lugar, forma y plazos que se determinen por el Departamento de Economía y Hacienda.

2. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico de la Comunidad Foral, o del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Inventario General de Bienes Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, en las condiciones que reglamentaria mente se determinen.

El pago de la deuda tributaria podrá realizarse asimismo mediante la entrega de otros bienes que, a estos solos efectos, sean declarados de interés cultural por el Departamento de Educación y Cultura”.

5. El artículo 38 queda redactado como sigue:

“Artículo 38. Presentación de la declaración.

La declaración se efectuará en la forma, plazos e impresos que establezca el Departamento de Economía y Hacienda. El Departamento de Economía y Hacienda podrá aprobar modelos de declaración conjunta del Impuesto para su utilización opcional por los sujetos pasivos componentes de unidades familiares. Asimismo podrá aprobar la utilización de modalidades simplificadas o especiales de declaración.

Los sujetos pasivos deberán cumplimentar la totalidad de los datos que les afecten contenidos en las declaraciones, acompañar los documentos y justificantes que se establezcan y suscribirlas y presentarlas en los lugares que determine el Departamento de Economía y Hacienda”.

6. Se añade una disposición transitoria segunda que queda redactada como sigue:

“Los sujetos pasivos a que se refiere el número 3 del artículo 6 de esta Ley Foral dispondrán del plazo de dos meses desde la entrada en vigor de la misma para designar y comunicar la persona que les ha de representar a efectos de este Impuesto ante la Hacienda pública de Navarra”.

Artículo 3. Modificación de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Se modifica el artículo 50 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades que queda redactado como sigue:

“Artículo 50. El tipo de gravamen.

El tipo general de gravamen para los sujetos pasivos de este impuesto será el 30 por ciento. No obstante, el tipo general de gravamen será el 35 por ciento para aquellos sujetos pasivos cuyas bases imponibles superen los 100 millones de euros”.

Disposición adicional. Medidas para mejorar los resultados de la lucha contra el fraude fiscal.

1. El Gobierno de Navarra elaborará, antes de un año desde la aprobación de la presente Ley Foral, un estudio sobre la cuantificación de la economía sumergida en Navarra, con desagregación territorial, sectorial y por impuestos y actualizará bianualmente dicho estudio a tenor de los avances en la metodología que determine la Comisión Europea. Este informe será remitido al Parlamento de Navarra para su debate.

2. El Consejero de Economía y Hacienda informará con carácter semestral al Parlamento de Navarra de los resultados de las actuaciones de control del fraude y atención a los contribuyentes realizadas en cumplimiento de sus funciones, remitiendo datos objetivos para garantizar una gestión transparente e independiente, y posibilitar el seguimiento de la evolución temporal de la economía sumergida en Navarra.

Disposición derogatoria.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Ley Foral.

Disposición final.
La presente Ley Foral entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

